
 

 

Barranca, 17 de Diciembre de 2020. 

 

Señor Ministro  

Alejandro Neyra Sánchez 

Ministerio de Cultura  

Av. Javier Prado Este 2465 – San Borja  

Presente.- 

 

Asunto:  Formulo denuncia por delito de Abuso de 

Autoridad y tráfico de tierras contra arqueóloga Ruth 

Shady Solis.   

 

EVA MAGALY GOMERO CALDERON identificada con DNI Nº 40527065, 

Registro CAL 58817, correo electrónico egomero.1805@gmail.com, celular 

956-256672, a usted con el debido respeto me presento y digo:  

 

La suscrita viene ejerciendo como abogada independiente desde mediados 

del año 2013 en la Provincia de Barranca – Distrito Judicial de Huaura, y 

en el ejercicio de mi profesión es que en el año 2015, asumí la defensa del 

Señor PABLO CESAR MEJÍA SOLÍS, cuando este fue IRREGULAR y 

ABUSIVAMENTE desalojado de sus tierras de cultivos a consecuencia de 

un Desalojo Extrajudicial promovido por la arqueóloga Ruth Martha 

Shady Solís, haciendo uso indebido de la Ley Nº 30230 –Ley que permitía 

la recuperación Extrajudicial de la Propiedad Estatal, en caso de 

“invasiones” u “ocupaciones ilegales” que se hubieran producido con 

posterioridad a la publicación de dicha norma (12 de Julio de 2014 en 

adelante), y no contra legítimos posesionarios de buena fe y con justo 

título, que tenían más de 4 décadas de posesión, como lo era el caso de mi 

patrocinado, cuya posesión databa desde los años ’70, esto es, mucho 

antes que se publicara incluso la Ley de Patrimonio Cultural de la Nación 

– Ley Nº 28296 (publicado el 21.07.2004).  

 

Como consecuencia de este abuso perpetrado en contra de mi patrocinado 

se interpuso una denuncia por el DELITO DE ABUSO DE AUTORIDAD 

ante la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Barranca contra el ex 

Procurador Publico del Ministerio de Cultura Dr. Javier Wilfredo Paredes 

Sotelo generándose como consecuencia de esto, el Expediente Nº 4466-

2017-12, seguido por ante el Primer Juzgado Penal de Investigación 

Preparatoria de Barranca. En dicho proceso judicial se DEMOSTRO que 

mi patrocinado JAMAS fue un invasor ni ocupante ilegal como falsamente 

señalaba la arqueóloga Ruth Shady Solís y el ex Procurador Publico, sino, 

un posesionario de buena fe y a justo título, y que su posesión venía 

desde hace décadas atrás, por ello, fue rechazado el pedido de 

MUY URGENTE  

mailto:egomero.1805@gmail.com


 

sobreseimiento formulado por la fiscalía en favor del Procurador Publico. 

(Véase Resolución Nº 03 de fecha 03.09.2018 – Expediente Nº 4466-

2017-12 – delito Abuso de Autoridad) (Ver Anexo 1-A)  

 

Empero, no forma parte de mi relato precisar los detalles de este proceso 

judicial, sino, hacer de su conocimiento, que fue a través de este proceso 

que la suscrita letrada, tomó conocimiento sobre hechos que 

representaban un grave atentado contra el Patrimonio Cultural de la 

Nación, mismos que estaban siendo cometidos por los arqueólogos RUTH 

MARTHA SHADY SOLIS - Jefa de la Unidad Ejecutora N° 003 – Zona 

Arqueológica Caral, MARCO ANTONIO MACHACUAY ROMERO - Director 

de Investigación, Conservación y Puesta en Valor de Sitios UE-003 ZAC- 

Ministerio de Cultura); LUIS ROBERTO MIRANDA MUÑOZ (Arqueólogo 

encargado del Sector 1 - Sede Caral); quienes venían haciendo un USO 

INDEBIDO DE PREDIOS DEL ESTADO, titulando para sí, estos predios 

que ellos mismos señalaban era Patrimonio Cultural de la Nación, y que 

se suponía debían de salvaguardar y conservar, sin embargo, hicieron 

todo lo contrario, tal como se demostrará en líneas subsecuentes. 

 

En primer lugar, tenemos que la arqueóloga RUTH MARTHA 

SHADY SOLÍS, Jefa de la Unidad Ejecutora N° 003 – Caral, 
pese a tener la condición de funcionaria pública encargada de la puesta en 

marcha del Proyecto Especial Arqueológico Caral, ella quien muchas veces 

ha denunciado públicamente ante los medios de prensa, la existencia de 

trafico de tierras en Caral, y quien ha cuestionado severamente a las 

personas que compran y venden tierras en Caral, ella propiamente, había 

adquirido a título propio un terreno agrícola ubicada en el Predio Rural 

Caral Alto Código Catastral 14133  Proyecto Caral – Barranca U.C. 

14133, ubicado en el Distrito de Supe – Provincia de Barranca, 

Departamento de Lima, con un área de 9,500 m2 (Nueve Mil Quinientos 

Metros Cuadrados) con fecha 06 de Marzo del año 2009, por la suma de 

USD 6,000.00 (SEIS MIL Y/00 DOLARES AMERICANOS), inscrita en 

Partida Electrónica P01072032 del Registro de Predios de Barranca, 

tal como lo demuestra  la escritura pública que adjuntamos a la presente. 

(Ver Anexo 1-B).  

De igual forma, el arqueólogo MARCO ANTONIO 

MACHACUAY ROMERO (Director de Investigación, Conservación y 

Puesta en Valor de Sitios UE-003 ZAC- Ministerio de Cultura) y su esposa 

SONIA DORA LOPEZ TRUJILLO (Jefe de Análisis Multidisciplinario - 

Proyecto Caral) había adquirido con fecha 05 de Mayo del 2008, un 

terreno ubicado  en el Predio Rural Caral Bajo y El Porvenir   - Código 

Catastral N° 14232 Proyecto Caral – Distrito de Supe - Barranca, por la 

suma de USD 10,500.00 DÓLARES AMERICANOS, con una extensión 

superficial de 17,000 m2 (Diecisiete Mil Metros Cuadrados),  inscrita en  la 



 

Partida Electrónica N° P01071985, con CARGA CULTURAL A NOMBRE 

DEL INSTITUTO NACIONAL DE CULTURA, nótese además, que en la 

cláusula séptima de dicha escritura pública, el notario manifiesta: El 

vendedor declara que sobre el predio que es materia de Venta, pesa una 

carga a favor del Instituto Nacional de Cultura – INC, desde el 28 de Enero 

del 2005, zona declarada Patrimonio Cultural de la Nación, asumiendo la 

carga del inmueble Los Compradores, quienes manifiestan conocer del 

Estado del Predio y quienes adquieren el mismo a su total satisfacción (…)”. 

(Ver Anexo 1-C)  

 

Prosiguiendo con el mismo actuar irregular, el arqueólogo  LUIS 

ROBERTO MIRANDA MUÑOZ, (Arqueólogo encargado del Sector 1 - 

Sede Caral) hombre de confianza de la señora Ruth Shady Solís, con fecha 

02 de Diciembre de 2011, también adquirió un terreno ubicado en el 

Predio Rural Caral Alto – Distrito de Supe – Provincia de Barranca – 

Departamento de Lima, con una extensión de 10,000 metros 

cuadrados, terreno  que forma parte de otro de mayor extensión y que 

consta en la Partida Electrónica N° P01072005 de la OFICINA 

REGISTRAL DE BARRANCA, por la suma de S/. 24,000 NUEVOS SOLES. 

Cabe señalar que este predio no figura en Registros Públicos a nombre del 

arqueólogo Luis Miranda Muñoz porque este funcionario ha querido 

mantener oculta esta compra venta, prueba de ello adjuntamos el 

testimonio de la escritura pública de compra-venta (KARDEX 15560 – 

Notaria Nieves Chen de Barranca. (Ver Anexo 1-D) 

 

Por lo señalado líneas arriba, queda demostrado, señor Ministro, que estos 

funcionarios que forman parte Ministerio de Cultura, compraron dichos 

terrenos a sabiendas que era Patrimonio Cultural de la Nación, y 

conociendo además la prohibición expresa contenida en el  artículo 2° de 

la Ley N° 28296 – Ley General de Patrimonio Cultural de la Nación, que 

señala: “La transferencia de dominio entre particulares de un bien 

integrante del Patrimonio Cultural de la Nación obligatoriamente debe ser 

puesta en conocimiento previo de los organismos competentes, bajo 

sanción de nulidad”.  

 

Sumado a ello, dichos funcionarios públicos, han vulnerado la anotación 

preventiva que obra inscrita en la Partida Electrónica 80027096, donde 

obra la Inscripción de la Zona Arqueológica Caral, misma que señala de 

manera expresa, que dicha área materia de transferencia patrimonial 

predial efectuada por la Superintendencia de Bienes Nacionales a favor del 

Instituto Nacional de Cultura (hoy Ministerio de Cultura), se dio con la 

condición expresa de “ser destinado al desarrollo del Proyecto 

Especial Arqueológico Caral – Supe”, precisando que en caso el 



 

predio “se deje de destinar a la finalidad para la cual fue 

transferido revertirá a favor del Estado”. 

 

Asimismo, han quebrantado lo señalado por Resolución Suprema Nº 

004-2000-ED del 24 de enero de 2000 que aprueba el Reglamento de 

Investigaciones Arqueológicas, el mismo que en su artículo 3º, señala:  

 

(..) Entiéndase como intangibilidad de todos los sitios definidos 

como Monumentos Arqueológicos Prehispánicos, “el uso 

exclusivo del sitio para fines de proyectos o programas de 

investigación, evaluación y emergencia” asimismo por 

proyectos de conservación de sitios arqueológicos.  

 

Consecuentemente, teniendo conocimiento acerca de estos hechos, 

SOLICITO, a su despacho actuar conforme a sus atribuciones conferidas, 

y no permita la consumación de nuevos actos delictivos de abusos de 

poder, contra los humildes agricultores que habitan en el valle de Caral. 

 

Agradeciendo por anticipado, la atención a la presente, quedo de Usted, 

 

Atentamente,  
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CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE HUAURA 

PRIMER JUZGADO PENAL DE INVESTIGACIÓN PREPARATORIA DE BARRANCA 

 

 

EXPEDIENTE  : 04466-2017-12-1301-JR-PE-02 

JUEZ   : COTRINA PAREDES, RUBEL CHELEM 

ESPECIALISTA  : BAUTISTA RAMOS PATRICIA JACQUELINE 

MINISTERIO PUBLICO : DESPACHO DE COORDINACION ,  

IMPUTADO  : PAREDES SOTELO, JAVIER WILFREDO 

DELITO   : ABUSO DE AUTORIDAD. 

AGRAVIADO  : MEJIA SOLIS, PABLO CESAR 

 

 

Resolución Número Tres    

 

Barranca, tres de setiembre 

Del dos mil dieciocho. - 

 

 

I. ASUNTO 

 

Es materia de pronunciamiento, el requerimiento de sobreseimiento, en la 

investigación formalizada contra Javier Wilfredo Paredes Sotelo por el delito contra 

la Administración Publica en su modalidad de Abuso de Autoridad en agravio de 

Pablo Cesar Mejía Solís y el Estado, representado por el Procurador Publico del 

Ministerio de Cultura. 

  

Datos personales de la imputada  

 

Los datos personales de la imputada son los siguientes:  

 

Javier Wilfredo Paredes Sotelo, identificada con DNI N° 06017755; Fecha de 

Nacimiento: 20 de enero de 1966; Lugar de Nacimiento: distrito, provincia y 

departamento de  Lima. 

 

II. FUNDAMENTOS: 

 

Hechos y cargos atribuidos   

 

PRIMERO. En la Disposición de Formalización y Continuación de la Investigación 

Preparatoria, a la procesada se atribuye, los siguientes hechos: 

  

SEDE CENTRAL - JR. GALVEZ N° 542 -  BARRANCA,
Juez:COTRINA PAREDES RUBEL CHELEM /Servicio Digital - Poder
Judicial del Perú
Fecha: 17/09/2018 11:14:48,Razón: RESOLUCIÓN JUDICIAL,D.Judicial:
HUAURA / BARRANCA,FIRMA DIGITAL

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA HUAURA -
Sistema de Notificaciones Electronicas SINOE

SEDE CENTRAL - JR. GALVEZ N°
542 -  BARRANCA,
Secretario:BAUTISTA RAMOS
PATRICIA JACQUELINE /Servicio
Digital - Poder Judicial del Perú
Fecha: 18/09/2018 10:21:29,Razón:
RESOLUCIÓN
JUDICIAL,D.Judicial: HUAURA /
BARRANCA,FIRMA DIGITAL

CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA
HUAURA - Sistema de
Notificaciones Electronicas SINOE
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Se le atribuye al imputado Javier Wilfredo Paredes Sotelo la comisión del delito de 

abuso de autoridad, debido a que ene le ejercicio de su cargo como Procurador 

Público del Ministerio de Cultura, solicito a la autoridad policial para que en fecha 

24 de marzo de 2015, lleve a cabo el desalojo extrajudicial en la zona denominada 

“Irrigación El Rosario” (Centro poblado de Caral - Supe Pueblo – Barranca), basado 

en el Informe N°056/UE 003/MC/Z.A.C./2015, de fecha 11 de marzo de 2015, emitido 

por el arqueólogo Marco Bezares Cabrera, sin haber efectuado ninguna 

averiguación y/o investigación sobre las afirmaciones contenidas en el informe, 

basándose únicamente en las atribuciones contenidas en la Ley Nro. 30320 que 

permite el desalojo extrajudicial que el agraviado Pablo Cesar Mejía Solís y su 

familia se encuentran en posesión de dicho predio desde hace cuarenta años y 

orientado a actividades agrícolas. 

 

Los hechos descritos precedentemente fueron calificados en el artículo 376 del 

Código Penal el cual prevé: “El funcionario público que, abusando de sus 

atribuciones, comete u ordena un acto arbitrario que cause perjuicio a alguien será 

reprimido con pena privativa de libertad no mayor a tres años (…)” 

 

Fundamentos del representante del Ministerio Público, para solicitar el 

sobreseimiento. 

 

SEGUNDO. El representante del Ministerio Público, en los fundamentos del 

sobreseimiento señala  que el hecho imputado no es típico para sostener que la 

investigada cometido el delito de abuso de autoridad. Se tiene que el imputado en 

su calidad de Procurador Publico del Ministerio de Cultura haber promovido el 

desalojo del predio del denunciante ubicado en la Irrigación El Rosario con U.C. N° 

11097 y 11098, en el anexo de Caral – Supe, en fecha 24 de marzo de 2015, 

basándose en el informe emitido por el arqueólogo Marco Bezares Cabrera, sin 

haber efectuado ninguna averiguación y/o investigación sobre las afirmaciones 

contenidas en dicho informe, habiendo procedido el imputado a cursar oficio al 

Jefe de la Región Policial de Lima Norte, solicitando el apoyo policial para la 

recuperación de dicho predio, lo cual según la parte agraviada no era aplicable, 

toda vez que, el predio en cuestión ha estado en su posesión y en de su familia, 

desde hace más de cuarenta años, ahora bien se tiene que, si bien el imputado en 

su calidad de Procurador Publico curso el Oficio N° 85-2015-PP/MC, al Jefe de la 

Región Policial de Lima Norte, solicitando se le brinde apoyo policial para la 

recuperación extrajudicial de un sector del sitio arqueológico Caral – Supe, dicha 

solicitud obedecía a la petición formulada por el Directo de la Investigación 

Conservación y Puesta en valor de sitios de fecha 11 de marzo de 2015, el cual se 

sustentaban en el Informe N° 056/UE 003/MC-Z.AC/2015, de fecha 11 de marzo de 

2005, elaborado por Marco Bezares Cabrera, en donde refiere a ver observado a 

personas al interior de la poligonal del sitio arqueológico de Caral, estas se 

encontraban realizando labores de remoción y siembra en el terreno declarado 
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Patrimonio Cultura de la Nación, siendo necesario el desalojo inmediato de estas 

personas, así como el retiro de la siembra ubicada en el interior de dicha poligonal, 

si bien  dentro de sus atribuciones y obligaciones no se encontraban las de ordenar 

y dirigir desalojos extrajudiciales, sin embargo dicha situación vario con la 

publicación de la Ley N° 30230, la cual en su capítulo VII en el artículo 65° establece 

lo siguiente “La obligación de las entidades de Gobierno Nacional, Gobiernos 

Regionales y Locales, a través de sus Procuradurías Publicas o quienes hagan sus 

veces, de repeler todo tipo de invasiones u ocupaciones ilegales que se realice 

sobre los predios de su competencia, administración o de su propiedad, (...), así 

como de recuperar extrajudicialmente el predio, cuando tenga conocimiento de 

dichas invasiones u ocupaciones, para lo cual requiere el auxilio de la Policial 

Nacional del Perú, bajo responsabilidad, (...), toda controversia sobre los supuestos 

derechos de quienes se consideren afectados por la recuperación extrajudicial, se 

tramitan en la vía judicial y con posterioridad a la misma. Asimismo, se tiene que el 

Informe N°056/UE 003/MC/Z.A.C./2015, emitido por el arqueólogo Marco Bezares 

Cabrera, el cual no fue conocida ni puesta en conocimiento del imputado, con 

anterioridad a los hechos acaecidos, habiéndose limitado en señalar el 

mencionado arqueólogo lo que observo el día 11 de marzo de 2015,  dirigiéndose el 

informe al licenciado en Arqueología Marco Machacuay Romero en su condición 

de Directo de Investigación, Conservación y puesta en valor de la AZ, con copia al 

área legal, en aquella ocasión a cargo del letrado Carlos Yábar, y ese informe, trajo 

como consecuencia el oficio N° 056-2015-DICPVS-ZAC – UE -003/MC, mediante el 

cual el licenciado Marco Machacuay Romero, pone en conocimiento del 

Procurador imputado, es por ello el accionar del denunciante, resultado que de la 

información brindada por el Arqueólogo Marco Bezares Cabrera y refrendado por 

el licenciado en al licenciado en Arqueología Marco Machacuay Romero, que 

conllevo a un actuar decidido por parte del imputado en su condición de 

abogado y ejerciendo el cargo de Procurador del Ministerio de Cultura, solicitando 

el apoyo de la fuerza pública en defensa de los intereses del Estado e incluso 

solicito la participación del Fiscal de Prevención del Delito para la recuperación 

extrajudicial de la propiedad estatal, considerando que pese a no haberse 

realizado las indagaciones correspondientes sobre la condición de poseedor del 

agraviado, dentro de la administración pública rigen los principios de la buena fe y 

confianza, que existió respecto al informe elaborado por el arqueólogo Marco 

Bezares Cabrera, más aun que existió falta de precisión que durante la 

investigación se ha observado respecto al Oficio N°817-86-DPCN de fecha 21 de 

agosto de 1986, emitido en el expediente N°08-006, donde se hace mención al 

terreno denominado “Irrigación El Rosario” y no al denominado predio “El Rosario”, 

además de no precisarse las coordenadas de ubicación y delimitación del terreno, 

aunado a la afirmación que hicieron los especialistas en materia de arqueología, y 

a ello se suma la información recibida con Oficio N°000246-2017/DGPZ/VMPCIC/MC 

de fecha 28 de marzo de 2017, donde el Director General del Ministerio de Cultura 

Cesar W. Astuhuaman Gonzales, refiere haberse encontrado solo el oficio en 



4 
 

mención, por lo cual, conlleva a considerar que el procesado al proceder a una 

recuperación extrajudicial de la propiedad Estatal, actuó según el dicho del propio 

denunciante, bajo una falsa representación de los hechos, esto es al considerar 

como una invasión a una ocupación que se venía dando desde tiempo atrás por 

los familiares del agraviado,  mucho antes al reconocimiento oficial de la zona 

como monumento arqueológico, en tal sentido, el informe no preciso emitido por el 

arqueólogo Marco Antonio Bezares Cabrera, conllevo a un erro de tipo en la 

conducta del procesado, y todo error a nivel de tipo excluye definitivamente el 

dolor,  a esta falta de voluntariedad de cometer el delito, se suma el hecho de 

haber contado con la participación del Fiscal de Prevención del Delito, quien 

tampoco advirtió un actuar doloso por parte del procesado.  

 

Si se llega a establecer que el error de tipo en el que incurrió el procesado era de 

tipo vencible, por los documentos que pudiera haber recabado del denunciante, 

sin embargo, ese accionar que se reclama también estaría ligado al ámbito de la 

aplicación de una diligencia media, con lo que pudo haberse evitado el error de 

considerar una invasión reciente, pero esta diligencia debida, también implica la no 

existencia del dolo en el accionar del procesado y al ser delito de abuso de 

autoridad de naturaleza eminentemente dolosa, el hecho deviene en atípico por 

ausencia del elemento subjetivo. 

     

Oposición formulada por la defensa de la agraviada  

 

TERCERO. La defensa técnica de la imputada señala que se está ocultando 

deliberadamente información relevante, los cuales guardan conexidad con los 

hechos materia de denuncia, como el hecho que existen a la fecha una denuncia 

en sede fiscal, incluso anterior al caso fiscal 1728-2015, signada con el caso 1596-

2015de fecha 31 de julio de 2015, por los delitos de usurpación agravada, daño 

agravado, falsedad ideológica, fraude procesal y otros, contra el Procurador 

Publico Javier Wilfredo Paredes Sotelo, y otras 25 personas más que participaron en 

este desalojo extrajudicial, donde se reseña cual fue la participación dolosa del 

imputado, quien actuó en conjunto con Ruth Martha Shady Solís, quienes idearon 

este pseudo desalojo extrajudicial, como represalia por las denuncias que realizaba 

la parte agraviada en las redes sociales contra la Dra. Ruth Martha Shady Solís, por 

las arbitrariedades que esta última cometía en el Valle de Caral, lo que demuestra 

que el imputado fue coautor de estos delitos conjuntamente con los antes 

mencionados, lo que descarta la culpa, pues el imputado en todo momento actuó 

de forma dolosa, con conocimiento y voluntad de causar daño al agraviado, 

también queda descartado que el fiscal actuó bajo una falsa representación de los 

hechos, pues en todo momento actuó en contubernio y por orden de la 

arqueóloga Ruth Martha Shady Solís, siendo que la fiscal a cargo tiene 

conocimiento, ya que es ella misma quien está llevando la investigación en los dos 
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casos fiscales, sin acumular las carpetas fiscales como corresponden por la 

conexidad de los mismos.  

 

Concluyendo que, el primer error es la incongruencia en la valoración en su 

conjunto, no habiéndose valorado adecuadamente el hecho a los elementos de 

convicción, no se ha señalado cual ha sido el rol que justifica el accionar de 

Procurador, así como se precisa que la prueba indiciaria no puede ser invocada 

por ninguna de las partes, ya que se construye a través de los indicios o mediante 

raciocinio lógico, sin mencionarse cuales son los principios en los cuales se valdría la 

disposición de sobreseimiento. El agravio incide con la confianza que tengo en el 

Estado, Ministerio Público y sus operadores como aquellos encargados de defender 

la legalidad, pues es deshonroso que con falacias a todas luces cuestionable la 

disposición emitida, y que además no considero debidamente ni valoro los 

elementos de convicción aportados y detallados que resultan ser pertinentes, 

conducentes y útiles que generan la suficiente convicción objetiva de imputación 

necesaria. Por lo que se opone al sobreseimiento formulado. 

 

CUARTO. La defensa del imputado se adhiere a los fundamentos del representante 

del Ministerio Público; invoca la atipicidad de los hechos atribuidos a su 

patrocinado. Señala que su patrocinado estaba en la obligación de defender los 

intereses del Estado y actuó en base al Informe N°056/UE 003/MC/Z.A.C./2015, de 

fecha 11 de marzo de 2015; no tenía por qué investigar y se basó en la buena fe 

confianza en relación al informe elaborado por el arqueólogo.  

 

ANALISIS CONCRETO DEL CASO 

 

QUINTO. El auto de sobreseimiento es una resolución jurisdiccional definitiva, 

emanada del Juez de la Investigación Preparatoria, mediante la cal se pone fin a 

un procedimiento penal incoado con una decisión que, sin actuar el ius puniendi, 

goza de la totalidad de los efectos de la cosa juzgada, es decir, tiene el mismo 

alcance que una sentencia absolutoria. 

 

Los presupuestos son cinco: 1. Falta de elemento fáctico. 2. Falta de elemento 

jurídico.3. Falta de elemento personal –en estos casos se entenderá que se 

evidenció a lo largo de la investigación preparatoria la existencia de los presuntos 

indicios anunciados en la disposición fiscal de inculpación formal (se procesó 

indebidamente) o bien, que si los hubo, actos de investigación posteriores los 

desvirtuaron; en rigor, ausencia absoluta de indicios de criminalidad- 4. Falta de 

presupuestos procesales.5. Falta de elementos de convicción suficiente1. 

 

El artículo 344 numeral 2 del CPP prevé que el sobreseimiento procede cuando: a) 

El hecho objeto de la causa no se realizó o no puede atribuírsele al imputado; b) El 

                                                           
1
 SAN MARTIN CASTRO, Cesar. Derecho Procesal Penal- Lecciones. Lima, 2015. Pag.375 
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hecho imputado no es típico o concurre una causa de justificación, de 

inculpabilidad o de no punibilidad; c) La acción penal se ha extinguido; y, d) No 

existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos datos a la investigación y 

no haya elementos de convicción suficientes para solicitar fundadamente el 

enjuiciamiento del imputado.  

 

SEXTO. El delito de abuso de autoridad está previsto en el artículo 376 del Código 

Penal. Es de precisar que este tipo penal se presenta  como un tipo pena de abuso 

innominado o abuso genérico que se configura en forma subsidiaria a otras figuras 

de abuso de autoridad específicas. Su objeto de tutela estriba en proteger el 

normal desenvolvimiento y funcionamiento de la administración pública, pero 

específicamente dirigido a cautelar la legalidad del acto funcional. 

Su materialización requiere los siguientes componentes: i) la condición de autor 

calificado, es decir que el agente delictivo sea un funcionario público; ii) la 

conducta típica material; iii) que resulte perjudicado alguna persona, lo cual 

configura el tipo penal como un delito de resultado en cualquiera de sus dos 

modalidades. 

 

En cuando su el comportamiento típico, éste se encuentra definido por dos verbos 

rectores que se presentan independientemente (tipo penal alternativo), “cometer” 

y “ordenar”. Lo cual importa la existencia de dos modalidades delictivas que 

configuran el ilícito denunciado. La primera, consiste en que el agente, “Comete” 

en abuso de sus atribuciones un acto arbitrario cualquiera; y, la segunda que el 

agente “Ordene”, “abusando” de sus atribuciones, un acto arbitrario cualquiera”   

 

En cuanto al “acto arbitrario en abuso de sus atribuciones”; tal comportamiento 

típico denota lo siguiente: primero, que el agente delictivo realice un acto funcional 

que se encuentre dentro de sus atribuciones, esto es, que los hechos denunciados 

importen el ejercicio de sus funciones; y segundo, que el acto funcional manifieste 

ribetes de ilegitimidad por ser opuesto a lo reglado o ajustado a ley. 

 

La representante del Ministerio Público, sustenta el sobreseimiento del proceso, por 

el supuesto del artículo 344 numeral 2 literal b) del Código Procesal Penal: 

 

El hecho imputado no es típico o concurre una causa 

de justificación, de inculpabilidad o de no punibilidad 

 

Señala que el imputado actuó bajo una falsa representación de los hechos, 

basado en el Informe N° 056/UE003/MC/Z.A.C/2015, emitido por el arqueólogo 

Marco Antonio Bezares Cabrera, lo que conllevó a un error de tipo en la conducta 

del procesado y este hecho excluye el dolo en todos sus niveles respecto del hecho 

objetivo. 

 



7 
 

SEPTIMO. El error de tipo surge cuando se desconoce alguno de los elementos que 

constituyen el tipo objetivo. Tal como señala el art.14°  del Código Penal, ocurre 

error sobre el tipo cuando en la comisión del hecho se desconoce: “un elemento 

del tipo penal o respecto a una circunstancia que agrava la pena”. Con el término 

elemento, se alude a los que conforman la tipicidad objetiva del tipo legal 

(elementos referentes a: el autor, la acción, el bien jurídico, aspectos descriptivos y 

normativos, causalidad). 

 

El tratamiento sobre el error de tipo, reitera Jescheck2, descansa en un sencillo 

principio  fundamental,  a saber: puesto que el dolo presupone el conocimiento de 

todos los elementos del tipo objetivo y en el error de tipo falta ese conocimiento 

total o parcialmente, el mismo excluye el dolo. Ahora bien: si el error citado fuese 

vencible, desaparecería el dolo pero se sancionaría a título de culpa la 

responsabilidad penal. Tal como señala MUÑOZ CONDE3: el autor debe conocer los 

elementos objetivos integrantes del tipo de injusto. Cualquier desconocimiento o 

error sobre la existencia de alguno de estos elementos excluye, por tanto, el dolo y 

todo lo más, si el error fuera vencible, deja subsiguiente el tipo objetivo de injusto de 

un delito imprudente 

  

OCTAVO. El Ministerio Público a nivel institucional, está regido por el principio de 

unidad de investigación y dependencia jerárquica. En el presente caso, en la 

Disposición N° 240 – 2017 – 1FSPH de fecha 06 de octubre del 2017. La primera 

Fiscalía Superior Penal del Distrito Fiscal de Huaura, declaró fundada la queja 

interpuesta  por el agraviado Pablo Cesar Mejía Solís, declarando insubsistente la 

Disposición N° 07 de fecha 06 de junio del 2017, ordenando formalizar y continuar la 

investigación preparatoria. 

 

En aquella oportunidad la decisión del Señor Fiscal sobre el archivo incidió en 

precisar que en el presente caso habría operado una causal de error de tipo 

atribuible al denunciado Javier Wilfredo Paredes Sotelo, pues no habría actuado 

con la diligencia debida al proceder a la intervención policial, sin haber verificado 

previamente las indagaciones pertinentes que hubieran determinado la existencia 

de una superposición gráfica con el plano de delimitación de la zona arqueológica 

monumental Caral Chupacigarro (…). El imputado en los fundamentos  esgrimidos 

para solicita el apoyo policial, se invoca lo expuesto en los oficios N° 056-2015-

DICPVS-ZAC-UE_003/MC –Informe del Arqueólogo Marco Antonio Machaguay 

Romero- y a su vez un Informe N° 056/UE 003/MC/ZAC/2015, en el cual se comunica 

el posicionamiento de personas en el interior  de la poligonal del sitio Arqueológico 

de “Caral”. Sin embargo (…) que para requerir una medida como el desalojo 

                                                           

2 HANS HEINRICH JESCHECK. Tratado de Derecho Penal. Parte General, Bosch, Casa Editorial 
S.A., Barcelona, 1981, p.415 y ss. 
3 Muñoz Conde, Francisco y García Arán, Mercedes. Manual de Derecho Penal - Parte 
General. Valencia, 1993, p.252. 
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preventivo, la cual por la naturaleza de eventual colisión entre bienes jurídicos 

(posesión, derecho de propiedad y conexos), debido requerir mayor análisis de 

contexto respecto a la situación de los presuntos ocupantes ilegales; pues si bien es 

cierto, el sitio arqueológico de Caral se constituyó en patrimonio Cultural de la 

nación a partir del 01 de agosto del 2001 (mediante Resolución Directoral Nacional 

720/INC); se advierte con anterioridad a dicho reconocimiento, un sector del centro 

arqueológico estaba ocupado con fines habitacionales, hecho que se desprende 

de lo alegado por Pablo Cesar Mejía Solís, quien señala que su familia reside desde 

hace aproximadamente 40 años en el lugar; también se desprende entre otros 

documentos del certificado de Posesión N° 233/86 otorgado a Irma Solís Saavedra-

madre del recurrente, de la posesión pacifica del predio el Rosario (…). 

 

NOVENO. En efecto el agraviado Pablo César Mejía Solís en su declaración de fojas 

300 señala que en la diligencia de desalojo extrajudicial le dijo al Fiscal y al 

procesado que no era invasor que el terreno lo venía conduciendo desde el año 

2009 fecha en que falleció su papá Juan Pomacero Majía Alfaro, quien lo condujo 

desde el año 2009 fecha en que falleció; heredándolo a su señora madre  Irma Solís 

Saavedra, a su vez heredó a su abuelo Rosario Solís López; además le manifestó que 

tenía documentos para mostrarle, pero no hicieron caso. Señala que el imputado 

en su condición de Procurador instigaba al fiscal para que proceda al desalojo y 

cuando pretendió conversar no le aceptó. 

 

Ahora, la representante del Ministerio Público en el fundamentos 6.10 del 

requerimiento señala que el abuelo del agraviado Rosario Solís López solicitó al Juez 

de Paz de tierras una inspección ocular en el predio el Rosario con fecha 25 de abril 

de 1985; incluso el Instituto Nacional de Cultura, mediante Oficio N° 817 – 86-DPCM, 

con fecha 21 de agosto de 1986, en mérito del Expediente N° 08- 006, le expidió el 

Certificado de Inexistencia de Restos Arqueológicos –CIRA. 

 

DECIMO. De lo expuesto precedentemente, no se advierte el supuesto de 

invasiones u ocupaciones ilegales realizados sobre predios intangibles; debido a 

que el agraviado sería poseedor mucho antes en que fue declarado zona 

intangible; por lo que no era de aplicación al presente caso,  el artículo 65 de la Ley 

N°  30230. Por lo que este Despacho comparte el pronunciamiento del Señor Fiscal 

Superior, que en el presente caso, no se configura el error de tipo; pero en el 

extremo señalado que  debió haber actuado con la diligencia debida y  no haber 

procedido con las indagaciones pertinentes; cabe señalar, que la defensa del 

agraviado refiere que el procesado en todo momento actuó en forma dolosa con 

concomiendo y voluntad de causar daño al agraviado; tampoco existía una falsa 

representación delos hechos; por cuanto decidieron desalojarlos, en represalias de 

las denuncias realizadas por su patrocinado, ante las arbitrariedades que se 

cometían en el Valle de Caral desalojando de sus atierras a los campesinos. Al 

respecto, se tiene de la carpeta Fiscal el Caso N° 1959 – 2014, donde se emitió la 
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Disposición N°  05 de fecha 28 de setiembre del 2015. En donde no se formalizó la 

investigación preparatoria contras los que resulten responsables por el delito de 

usurpación agravada y atentados contra monumentos arqueológicos, en agravio 

del Estado. De su contenido se advierte, que la denuncia estaba dirigida contra la 

familia “Solís” por haber causado afectación a la Zona Arqueológica Caral; que 

esta investigación habría sido anterior a los hechos ventilados en el presente, esto, 

se advierte que el acta fiscal es de echa 26 de noviembre del 2014; además se 

recabó en aquella fecha el denominado Acta de Concejo de Familia de fecha 19 

de octubre de 1985, mediante el cual Rosario Solís López, propietario del Fundo “El 

Rosario” acuerdan realizar la parcelación de la misma a favor de sus seis hijos; y, 

que la citada denuncia fue presentada por el procurador Público del Ministerio de 

Cultura; por lo que el imputado, tenía pleno conocimiento de las condiciones de la 

posesión del inmueble que ostentaba el agraviado y pese a ello procedió a 

desalojarlos extrajudicialmente con el apoyo del personal policial.  

 

Por los fundamentos expuestos, de conformidad con lo prescrito por el artículo 346 

numeral 1, del Código Procesal Penal, el señor Juez del Primer Juzgado Penal de 

Investigación Preparatoria de Barranca, RESUELVE: 

 

1. DECLARAR fundada la OPOSICIÓN formulada por la defensa de la agraviada; en 

consecuencia, improcedente el sobreseimiento del proceso formulado por la 

representante del Ministerio Público a favor del imputado Javier Wilfredo Paredes 

Sotelo por el delito contra la Administración Publica en su modalidad de Abuso 

de Autoridad en agravio de Pablo Cesar Mejía Solís y el Estado, representado por 

el Procurador Publico del Ministerio de Cultura. 

2. Elevar en consulta  al Señor Fiscal Superior para que proceda conforme a sus 

atribuciones 

2. NOTIFÍQUESE  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 












































































